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estatal o de una Autoridad superior que apruebe el convenio,
que en todo caso sufre la exclusión en mayor o menor medida
en materias importantes. sustra"Yéndolas del ámbito de 1& nego~
elación. .

Por fin, tampoco surge el derecho de la negociación colectiva
de i.as condiciones de empleo, de la igualdad de tratamiento de
los trabajadores y los funcionarios deducida de 1& Constitución
y desde la perspectiva del derecho de sindicación, como ale­
ga el Gobierno Vasco. toda vez que, ,.prueba lo contrario el 8X~

presivo contenido de los artículos 28.1 y 37.1 de la ConstitucIón
y la propia dicción de sus artículos 35.2 y 103.3 Q.ue remiten res­
pectivamente a la ley para la regulación por un lado, del -Esta­
tuto de 108 trabajadores_ Y. por o.tro, al «Estatuto de los funcio­
narios públicos~ pues sin duda la Carta fundamental:' parte del
hecho de tratarse de situaciones diversas por su contenido, al­
cance y ámbitodíferente 'de función y actuación, y por eso 1nd~
pendiza y diversifica su regulación legislativa, sometiéndolos a
regulacion~s diferenciadas, que no parecen irrazonables. Princi·
pio que tampoco puede operar para jU,stifícar el Decreto impug­
nado, ante la alegación de que extiende al personal de todo el
PaÍS Vasco el régimen de mejoras de previsión social que BÓlo

. gozaban los de Alava, pues debió de otorgarse el beneficio por
disposicione~ distintas a la negociación colectiva.

10. La representación del Gobierno Vasco realiza un gran
esfuerzo dialéctioo para. ·lograr aplicar el articulo 10.2 de la
Constitución en la determinación del contenido y albanCe del
derecho de sindicaci6n de los funcionarios, y su derecho a parti·
cipar en la precisión de las oondicionee de empleo, a través de
los Convenios Internacionales preparados en el seno de las Orga~

nizaciones Internacionales de las que España es míembro.
Pero tampoco puede aceptarse su argumentación. porque los

Convenios Internacionales citad06 por el Gobierno Vasco no son
de aplicación para interpretar el derecho- a la negociación colee·
tiva -artículo 37 de la Constitución-, ya que el Con ,enio 151
de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). no ha sido
ratificado por Espafia: la Recomendación 15'" de la misma Orga­
nización no es siquiera un tratado o un acuerdo: la Carta Social
Europea l en su articulo 6, ha sido ratificada por EsPaAa en el
Instrumento de 29 de abril de 1980 ba~o reserva de interpretación
a la lu~ de los artículos 28, 37, .100.3 Y 127 de la Consütución
-los tres prirnen)6 alegados en este conflicto- y en ésta no se
reconoce a los funcionarios públicos la negoqiac16n 'colectiva
oomo JIn derecho o libertad fundamental: y el Pacto Interna.
cionar de D~rechos Económicos, Sociales y Culturales, no recoge
la negociación colectiva entre los derechos que enumera.

Lo anteriormente expuesto impide, _de un lado, examinar los
textos de la on citados, y también el Informe VD de la 83
reunión de fa misma -Informe citado por el Gobierno Vas~,
por resultar inefectivos para el fin que se pretendía conseguir,
y de otro, poder aplicar el artículo 3.1 del Código Civil, porque
al no formar parte ,del ordenamIento jurfdico tal Convento y
Recomendación de la OIT, y existir·directa reserva moral en
la Carta. resulta imposible efectuar ninguna interpretación oon
base en dicha norma.

11, El articulo 14.9,1.7.0 de la ConStituCión- atribuye al Estado
-competencia exclusiva sobre la legislación laboral, sin perjuicio
de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas.,
habiendo eElte Tribunal interpretado esta disposición en relación
con los articulos 12.2 y 20A del Estatuto del País Vasco. en SUB
Sentencias de 4 de mayo. y 14 Y 30 de funio de 1982 (recaidas en
conflictos acumulados números 22C y 230/1981. recurso de mcons­
titucionalidad numero ::4 y conflicto número 39 de 1982, respec­
tivamente). en el sentido de que el término ..legislación laboral.
incluye los reglamentos ejecutivos que complementan o desarro­
Han la ley., los que por tanto son también competencia del Es­
tado, atribuyendo sólo a dicha Comunidad Vasca 'la potestad. de
dietar.reglamentos _inwrnos de organización de los serviclos co--~
rrespolt'::Jientes en rnate'ria de· su competencia_

Esta doctrina conduce a estimar, que el Decreto incurre tam~
bién desde eE-ta perspectiva en vicio de incompetecia, pOrque su
contenido extiende a todo el personal de las Corporaciones Loca­
les del País Vasco el régimen de negociación ·'colectiva de las
condiciones de empll"O, actuando en 'función legislativa a través
de una disposicién de naturaleza reglamentaria ejecutiva o nor­
mativa que indudablemente sobrepasa el carácter meramente
organizativo interno, en una materit¡L de la legislación laboral,

21102 Pleno. Recurso de tnr.onstitudonalidad número 74/
1982.-Sentencia número 58/1982. de 27 de julio.

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por don Ma­
nuel Garcfa-Pelayo y Alonso, Presidente: don Jerónimo Aroza­
mena Sierra, don Angel ·Latorre Segura. don Manuel Diez de
Velasco- Vallejo. don Francisco Rubio Llorente, dofia· Gloria
Begué Cantón, don Luis Diez Picazo, don Francisco Tomás y
Valiente, don Rafael G6mez-Ferrer Morant. don Angel Escudero
del Corral, don Plácido Fernández Viagas y don Antonio Truyol
~erra, Magistrad06, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad número 74/1982, promo­
vido por el Abogado del Estado en representación del Presidente
del Gobierno -en relación con los artículos 7, número 3; 9, núme-

ya que desarrolla los artfculoo 82 Y siguientes del Estatuto de los
Trabajadores, introduciendo una regulación sustantiva de ma­
terIa laboral, e invadIendo competencia normativa del Estado.
.que 1á. posee tanto a nivel legislativo -strictus sensu .. , como re­
glamentario externo.

·12. Al desec~e las alegaciones de la representación del
Gobierno Vasco, que prir.cipaI y esencialmente tendian a hacer
posible la subsistencia del Decreto 83/1981, se reafirman y aumen­
tan las conclusiones establecidas en el fundamento sexto de esta.
Sentencia, con las precisiones de que, la Constitución no reCo­
noce a los funcionarios públicos el derecho a la negociación co­
lectiva de SUB condIciones de empleo, correspondiendo al Estado
la determInación de las· bases en materia de función pública. y

, por c¿onsiguiente de las condidcnes aplicables a los funcionarios
de las Corporaciones LOcaies, ya .que ninguna salvedad existe

. en la Constitución sobre ellos; y estimar además, que el -referido
Decreto al establecer una. regulación contraria a las bases en
matería de funcIón pública que se deducen racionalmente de la
legislación vigente, indudablemente infringe el articulo 149.1.18.°
de la Carta fundamental y el articulo 10.4 del Estatuto del Pais
Vasco, que atribuyen al Estado precisar las bases del régimen
estatutario de los funcionarios ·le las AdminIstraciones Púbjicas
en general, incluyendo tanto a las del Estado, como a las de las
Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales, In­
fracción que a su vez resulta del artículo 149.1.7.0 de la Constitu·
ción y de los articulos 12.2 Y 20.4 de dicho Estatuto de Autono:nla,
al legislar a través del Decreto el Gobierno Vasco, en materia la·
boral reservada al Estado. Por 10 que en definitiva el Ifi>creto
impugnado adólece del vicio ,de incompetencia.' que obliga­
damente comporta su total nulidad,

Declaración de nulidad Que abarca la del -Segundo'Convenio
de la Administración Local de lIuskadi para el afio 1981» publi­

"cado en el _Boletín Oficial del Pros Vasco-. de 2B de julio de dicho
efto, Junto a dicho Decreto, pues la Disposición Transitoria única,
uno, se remite a él. mantenHmj? relación de causa a efecto con
aquél. por 10 que deCayendo sU validez decae la del Convenio,
a Pesar. de- que las 'partes, refiriéndose en sus alegedones al
mismo, no lo h1cieron obleto directo de su pretensión ~ defensa.

De esta maDera queda aoeptada la pretensión princi,aI ejer­
citada por el GobIerno de la Nación, 10. qlle hace innecc~ario el
examen de la pret.ensión su~idiarla sobre violación de la reserva
de ley, en relación a la regulación del Estatuto de los funcíona­
ríos públicos que establece el artículo 103.3 de la Constitucíón,
ponfue la aceptación de aquélla impide la resolución de la que
sólo podía operar en defecto de su estimación,

FALLO,

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional,­
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPM'lOLA,

Ha decidido:

Primero.-Declarar de lá competencia del Estado la def.t>rml­
nación de las base.; en materia de las condiciones de empleo
del personal al servicio de las Corporaciones Locales.

Segundo.-Anular en su integridad el Decreto de! Gobierno
Vasco número 83/1981, de 15 de Julio, -sobre Regulación de la
Condición de trabajo de la Administración Local-, por invadir
d,ichas oompetepcias del EstJldo.

Publiquese en el -Bo!eUn Ofidal del Estado...
y com\.lDfquese al Presidente del Tribunal SUPI'13mo para cono­

cimiento de la Sala de lo Contencioso-Administrativo a la que
se le particiPó la suspensión de los procesos contenciosos-admi­
nistrativos pendientes, a los eo!ectoo de lo diSPUesto en el artículo
6~,2 y 3 de la Ley "Orgtinka de Tribunal Constitucional.'

Dada en Madrid, a velntfs~ete de Julio de mil novi:("ientos
ochenta y dos.-Firmado: Manuel Gareía-Pelayo y Alonso_-Je­
rónímo Arozamena Sierra.-M.'lnueI Diez de Velaseo Vallejo.­
Francisco Rubio Llorente.-Glor'ia Begué Cantón.-Luis Diez,Pi­
cazo.-Fr.ancisco Tomás y Valiente.-Rafael GómeZ-Ff'IT(,f Mo­
rent.-Angel Escudero del CorraL-Plácido Fernández V:af.':"as.­
AntonIo Truyol Serra.-EI Magistrado lSefior Latorre votó' y no
pudo firmar: firmado, Manuel Garcfa-Pelayo y Alon-s:-J.-Todos
rubricados,

ro 3; 11, en su 1nt~gridad, y 21. número 2, en su último ir.ciso
exclusivamente, de la Ley 11 de 1931. de 7 de diciembre. deL Par­
lamento Cátalán, que regula el Patrimonio de la Generalidad de
Cataluña. Han comparecido el Consejo EjecutIvo de la Generali­
dad de Cataluf1a, representado por el Abogado don Manuel Ma­
na Vioens i M;atas, y el Parlamento de dicha Cornuninad Autó­
noma,representado por su Pre6idente. y ha @..ido uo~nte el
Maldstrado don Francisco Rubio Lloren~e. quier.. exprpsa el pa­
recer del Tribunal.

l. ANTECEDENTES

Prímeto.-Por escrito presentado el día 9 de marzo de 1982,
el Abogado del Estado, en representación del Gobi('rl1o de la
Nacfón. interpuso recurso de inconstitucionalidpd contra de­
terrr.dnados preceptos de la Ley de Catalufta :1i:!S81,_ d", 7 de
diciembre, de PatrimonIo de la Generalidad d~ Cata uña (pu·
blícada en el eDi~o Oficial.. de esta ComuDldad Autónoma,
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número 184, de 11 de diciembre de 1981), Y. en concreto, los 51­
guieñtes: articulos 7, número' 9, número 3; 11, en su integridad,
y 21, número 2, exclusivamente en su último inciso, que dice
..y a los Estados extranjeros para actividades culturales de
acuerdo con los tratados, o convenios tlrmadoa por Espada-.

En dícha demanda Se sol' t;itaba su admisic)n a trámite, y
que toniendo por formalizado el recurso, en su día se dictase
sentencia por la que se declaren inconstitucionales y nulos los
preceptos mencionados.' Junto 'con aquellos otros de la misma
Ley a los que el Tribunal considerara. que debe extenderse la
nuiidad por conexión o consecuencia. Igualmente, se sollcita;,&
por medio de otrosí. en virtud de la invocación expresa efectua­
da del artículo 161.2 de la Constitución, la suspensión de la vi·
gencia y aplicación de los articulas impugnados.

Segundo.-La· Sección Tercera del Pleno de este Tribunal,
por Providencia de 11 de lna¡-ro de 1982, acordó admitir a trámite
el recurso, dar traslado de la demanda al Congreso-de los Dipu­
tados y al ~enado. asJ como al Parlamento y al Consejo EJecu­
tivo de la Generalidad de Cataluña, por conducto de sus respec­
tivos Presidentes, a fin de que en el plazo de quince dias pu­
dieran personarse en el procedimiento y formular las alegaciones
que estímaran oportunas. Igualmente se dispUSO la suspensi6n
de lavigencía y aplicación de los preceptos impugnados de la
Ley 11/1981, de la Generalidad de Cataluña, desde lª _formali­
zación del recurso, y la pubUcación ·en el .Boletín Oficial del
Estado~ y en el -Diario Oficial de la Generalidad de Catalutl.a,..
de la interposición del recurso y la suspensión indicada.

Terct"ro.-Acusaron recibo el Congreso y el Senado, .y el
Letrado don Manuel María Vicens i Matas presentó escrito el
20 de marzo pasado solicitando se le tuviera por comparecido y
parte en representación del Consejo Ejecutivo y se le concediera.
prórroga del plazo para formular alegaciones. Concedida ésta.
por Providencia de 24 de marzo siguiente, se evacuaron las
alegaciones por el Presidente del Parlamento de Ca~uiia y por
el citado Consejo Ejecutivo en virtud de sendos escritos prep

sentados con fechas de 5 y 6 ~ abril último, interesando
ambos la desestimación del recurso y la declaración de constl­
iucionalídad y plena validez de los preceptos impugnados.

Por su- parte. el Abogado del Estado, a la vista de la documen­
tación remitida por el Parlamento de Cataluña, relativa al pro-­
yecto, debate parlamentario y aprobación de 1& Ley 11/1981.
formuló escrito de alegaciones con fecha 20 de abril, en el que
tras sefialar que en dichos antecedentes se encuentran escasos
datos de interés respecto de los preceptos impugnados y que no
parece haber existido en el Legislativo catalán una clara con­
ciencia de que, con arreglo al artículo 17.e} de la Ley Orgánica
de Financiación de las Comunidades Autónomas la Ley catalana
debía dictarse .en. el marco de, la legislación báSica del Estado.,
se n'iteran en todos sus términos las consideraciones hechas y
las pretensiones deducidas en la demanda.

CUarto.-Los root1V06 y alegaciones de la pretensión aetara.
incorporados al escrito de inteIl!osicíón del Abogado del Estado
y los que sirven de fundamento -a la oposición contenida en los
escritos del Parlamento y del Consejo Ejecutivo de la Generalidad
de Catalufia pueden sintetizarse en los puntos _siguientes:

1. Sobre el parámetro con el que debe medirse' la constitucio­
nalidad de los preooptos impugnados.

Según la Abogacía del Estado. del articulo 17.e) de la Ley
Organ ica a/19ao, de 22 de sePtiembre, de Financiación de las Co·
munidades Autónomas (en adelante LOFCA) ... resulta que el
Estado dispone ·de- una competencia de establécimiento de -ba­
ses~ en la materia de régimen Jurídico del Patrimonio de las
Comunídades Autónomas, bases que, según la doctrina de este
Tribunal establecida en las Senténcias de. 28 de eneTO de 1982
(Asunto 63 y 191/1981, acumulados) y 28 de julio de 1981 (Asunto
40/198]) Y especialmente en la segunda, habrán de· inducirse de
la vigente legislación -preconstttucional- del Patrimonio del
Estado. .

El citado articulo 11.e) de la LOFCA -Ley de aplicación .a
todas las Comunidades Autónomas.. como reza su disposición

- final y respecto a Cataluña reconoce la disposición adicional 7.&
de su Estatuto de Autonomia- puede y debe ser utilizado como
..elemento paralJ1étrico- en el presente proceso de acuerdo con
el articulo 28.1 de la Ley Organica del Tribunal Constitucional
(en adelante LOI'C), pues la LOFCA en general y su artícu·
10 17.el en particular reúnen todos los caracteres que el artícu­
lo 28.1 de la LOTe exige para BU adopción como elemento
de .compl~mentación del parámetro consUtucional.·En efecto,
segun el articulo 157.3 de la Constitución la función más im­
portante de la .LOFCA consiste en que en 'ella _POdrA regularse
el eíercicío de las competencias financieras. -entre las cuales
están las relativas a loa rendimientos patrimoniales: (núme­
ro 1. dJ, del mismo preceptol- expresión ésta c&si idéntica a la
del citodo artículo 28.1 de la LOTC.

El r~resentarite del Gobierno de la Nación trata de demos­
t~ar ~ continuación que el articuio. 17.e) de la tOFCA se ha
dlCraQo ~dentro del marco constitucional.. y a tal .respecto se
apoya en lo establecido en 106 artículos 157.3, 132.2 y.149.1.6.&,
8.&., l~.a y 18.a de la Constitución, en la medida en que, en su
Opl!llo.n. ~l la mención de los rendImientos patrimoniales, en el
artlcu.lo la7.l de la Carta fundamental, incluye dentro del ámbito
matenal :le .la L~FCA -la regulación del Etlerc1clo de las compe­
tencias pntnmomales, en tanto que subespecle de laa financieras'
b) el Patrimonio del Estado cuya administración defensa y
cons.erv.<lción deben regularse'por Ley, y el de las éomunidades
Autonomds no SOn dos -~!eras --estancas, sino profundamente

enlazadas, ya que un componente esenclal del patrimonio de las
ültimas deriva de las _transferencias. de medios materiales efec·
tos a servici06 -traspasados. a las mismas, relación entre ambas
esferas patrimoniales que está reconocida en los Estatutos _de
Autonomía y, en concreto, en el articulo 43.1.2. del de Cata­
luña; y e} el contenido-- complejo de la Ley del Patrimonio del
Estado permite asentar la competencia estatal del articulo 17.e}
de la LOFCA en diversos apartados del articulo 14.9.1 de la Cons·
titución, como 10s.6 y. 8 (dado el inequívoco carácter clvil o pro.,.
cesal de preceptos como los artículos 21 y 22 de .la Ley del Pa­
trimonio del Estado, que no pueden incluirse en la conservación,
modificación y de6árrollo de los Derechos civlles, forales y espa-­
ciales), 14 (dada la tradicional- inclusión del ..Patrimonio· en la
_Hacienda- en nuestra Patria, no cabe discutir que la articu­
lación del enlace entre Patrimonio del Estado y de las Comu­
nidades Autónomas podría ser efectuada por el Estado sobre el
mero fundamento de SU competencia so~re _Hacienda. general.)
y 18 (en cuanto en la Ley d~l PatrimoDlo del Estado se alojan
normas básicas del régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y sobre concesiones administrativas).

Frente a estas alegaciones iniciales de la Abogacía del Es·
tado. la·representación del Parlamento de_Cataluña spstíene 10
sjguiente:

A) Lo que dice el artículo 28.1 de .la LOfC es que para
apreciar la conformidad o disconformidad con la Constitución
de una Ley de una Comunidad Autónoma podrán consíderarse
otras Leyes, pero únícamente a los-'efectos de ayudar a juzgar
la cuestión de fondo. con 10 que hay que demostrar que la Ley
de la Generalidad 11/1981 vulnera la Constitución, no otra Ley.
aunque sea orgánica. La LOFCA o cualquier otra Ley es un para­
metro,_ 'ni más ni menos. pero en definitiva la conformidad o
disconformidad de la Ley impugnada debe serlo en relación a la
Constitución, no a la LOFCA. _

B) El régimen juridico del patrimonio es algo muy distinto
de los rendimientos del patrimonio. régimen juridico al, que no
se alude para nada en el número 1 del artículo 157 de la Consti­
tución, por lo que la referencia del número 3 del mismo pre­
cepto a las competencias finanderas únicamente conciern~ al
rendimiento del patrimonio, no al régimen jurídico de éste. Por
lo tanto, la adquisición, conservación. administración, defensa y.
en especial, 1& afectación y la desafectación del patrimonio no
puede ser objeto de una Ley Orgánica basada en el número 3 del
articulo '157 de la Carta fundamental, porque lo único que autori­
za este apartado a regular por tal tipo de Ley respecto del
Patrimonio es su rendimiento, en modo alguno su régimen ju­
rldle<r.

e) Existe un argumento crucial y es que el arUa-.l1o 17.e} de
la LOFCA no es de apliCación a la Generalidad de Cataluña. En
efecto. er articulo 13.2 del Estatuto catalán establece textual·
mente que -e1" Patrimonio de la Generalidad, su administración,
defensa y conservación serán regulados por una Ley de Catalu­
ña,.., sin más. es decir, no en el marco de la legislación básica del
Estado. De ello resulta que existe una contradicción palpable y
evidente entre el artículo 43.2 del Estatuto y el 17.e} de la
LOFeA, contradicción que debe resolverse a favor del primer
precepto, ya que si no se produciría una modificación del Es­
tatuto al margen de 10 dispuesto en el artículo 147.3 de la
Constitución y del procedimiento establecido en los artículos 56
Y 57 del Estatuto de Cataluña.

Que el problema no fue desconocido por el legislador al re­
dactar la LOFCA 10 prueba su disposición fínal, según la cual
-las normas de esta Ley serán aplicables a todas las Comunidades
Autónomas. debiendo interpretarse armó_nicamente con ras nor­
mas contenidas en los respectivos Estatutos•. Dado que el legis­
lador conocía perfectamente la existencia de Estatutos en vIgor
como el del País Vasco y el de Cataluña. para evitar la gpsible
inconstitucionalidad de algUn precepto de la LOFCA introdujo
la disposición final transcrita.

Ante la dificultad de armonizar las discrepancías entre el
artículo 17.e) de la LOFCA y el artículo 43.2 del Estatuto de Ca­
taluña, la única solución posible es que el primero no se aplica
a Cataiuña.

D) Contra ·10 qué sostiene el Abogado del Estado, el del
Consejo Ejecutivo afirma que el Patrimonio del Estado y el de
las Comunidades Autónomas son esferas estancas. tanto como
puedan serlo los patrimonios de dos personas jurídicas distintas
y el hecho de' que una persona jurídica transmita un bien a
otra supone que· este bien sale del patrimonio de la primera y
entra en el de la segunda, 10 que no presupone en absoluto nin­
gún tipo de interrelación que l)ueda afectar a la unidad e
independencia de cada uno ckt los dos patrimonios. Tesis esta
confirmada. por el artículo .(3.1.2 del Estatuto'de Cataluña cuando
dioe que el Patrimonio de la Generalidad está iritegrado por elos
bienes afectos a servicios traspasados. a dicha Comunidad Autó­
noma, sin añadir ninguna otra llmitacióD.

Por su parte. y abundan~o en razones análogas, la represen­
tación del Consejo Ejecutivo de la Generalidad se opone igual­
mente a la tesis expuesta de la Abogacía del Estado por los
motivos siguientes:.

A) La eHacienda General. a que se refiere el artículo 149.1.14
de la Constitución es un concepto ligado al nuevo sistema de
distribución del Poder en el que existen unas: necesidades -ge­
nerales. -del Estado.:..... y comunes a todo el territorio nacional,
que habrá que cubrir a través de una Hacienda también ege­
nara¡' y unos presupuestos, asimismo, _generales., en contra­
posición a los presupuestos de laa Comu~idades Autónomas. , •
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Entes Locales que, como sus Haciendas, careoen del tarácter
egeneral. predícaqle únicamente de la Hacienda,. PresuPuestos
del Estado.

B) Una Yis1ón del problenia en el más estricto respeto a
los postulados de la Constitución lleva a la oonvlcc16n de que el
articulo 17.e} de la LOFCA, tratándose de la regulación del Pa­
trimonio de la General1d#d de Catalufta. no puede aerv1r de
fundamento para un juicio de constitucionalidad· sobre la Ley
lVlgal.

Cl El artlculo ·17.e1 de la LOFCA. lnterpreto<!o. de conforml.
dad. con la Constitu~6n. 8ó10 puede· mantenerse dentro de los
limites constitucionales si se entiende que' 8ÚS previsiones no
afectan a las competencias ucluslvas que para regular SU
patrimonio tengan conferidas por Sus ·respectivos Estatutos aque­
llas Comunidaaes ~utónomas -romo la catalana- que ~hayan
accedido a la autonomia por la vfa del articulo 1&1.2 de la Cons­
tltución.con anterlortdo<! a la promulgación de la LOFCA. En
otro caso, 1& limitación de aquellas competencias- exclusivas que
supone el someUmiento de sus productos normativos a la legIs­
lación básica del Estado, según preceptüá el repetldoartfculo
17.el de la lOFCA. Implicarla una alteración o reforma del
contenido estatutarior sin el preceptivo sometimiento a los con­
dicionantes que impone la misma Constitución en su arUculo
152.2. ~.

Df El articulo 17.ei de la toPeA trata de una.materia que,
de conformidad -con el artículo 157.3 de la Constitución, no es
de aquéllas que deban regularse JJor Ley OrgAn1ca. dado que
los rendimientos -procedEmtes del patrimonio. a que se refiere el
artículo .1&7.1.d) de la propia Carta fundamental ·nada tleDen
que ver con el "régimen 1urídico- de dicho patrlmoDio, ni di-

. rectamente ni por .conexióna.
E) El propio articulo 17 de la LOFCA disPOne que en 1& regu­

lación de las distintas materias al que el mismo se refiere,las
Comunidades Autónomas habrán de llevarla a término .ele
acuerdo· oon sus Estatutos_, previsión general que habrá de pre­

·valecer frente a 1& singular del apartado el del mismo precepto
cuando, como acontece en el caso de la Comunidad Autónoma
catalana, su régimen especial sea dlíerente y no suscePtible de
ser alterado, sino por ei procedimiento del articulo lU2 de 1&
Constitución y concordantes del ·Estatuto.

F) De la redacci6n de la Disposición Final de la misma
LOFCA se llega a la convioción de que BUS redactores tuvieron
muy en cuenta que sus preceptos en ningún caso podían modifi~

car. derogar o alterar los regímenes competenclales de las ce­
munidades. Autónomas yá existentes y' constituidas precisaménte
al amparo de la Dispoeición Transitoria segunda de la Consti~

tucl6n. ya que en otro caso dicha precisión, interPretativa .cara-
ceria de toda razón de ser. .

A Juielo de la representación (fe! Censejo Ejecutivo de la
Generalidad, las consideraciones preoedentes dejan sin~

.mento ~nstitucional la pre.tensl6n de 1& parte promotora de este
recurso de que este alto Trlbunal declare la inconstitucional1dad
de ·determinados preceptos de la Ley 11/1981 por DO ajustarse a
las bases de la legislación del Estado. No obstante y cad caute·
lama en los apartado$ siguientes tratará de demostrar que' la Le~
im!?ugnada tampoco se ·opone a las bases inducibles de, la lecti-­
laclón estatal sobre el patrimonio.

2. Sobre la regulación por la Ley. impugnada del régimen
1uI1dico de los bienes tr.ansferidos por el Estado a la General1dad
de Cat&1ufta. .

Los ártículos 7.3 y 9,3 de la Ley lV1981 establecen resPect1va~
mente 10 siguiente: .

- "La desafectación de los bienes transferidos del Estádo • la
GeneraJ.1dad se debe -hacer de acuerdo con lo establecido
por las Leyes._ _,., -'

- .La --mutación de destino de 108 bienes transferidos 'por el
Estado debe realizarse por el"Departamento de Economia
de Finanzas."

El Abogado del Estado reputa inconstitucionales los dos pre­
captos transcritos con base en la siguiente argumentación; .

A) Aunque aparentemente, obnSIderado de manera aislada,
el articulo 7.3 no tendrla ningún problema de oonst1tuc1otlalidad.
dado que contiene un simple "enunciado de reenvío_, debe· no-­
tarse que el sentido de un precepto no 'resulta sólo de él. a1no
de su conexión sistemática con .los. demAs preceptos de la misma
norma y de otras con las q~ esté enlazado. Así, relacionando di-

o cho artículo con otros de 1& Ley recuITida (y notablemente ODD ­
los artículos 3, 4, 7 -apartadoS! ..,. 2-, !O, 17 Y 19) 88' nega a un

.... resultado Inoonstitucional. ~

Dada la actual inexistencia en la legislación patrimonial del
Estado de una norma expresa -cuyo carácter _básioo_ seña
patente- que reple la desafectación de los bienes etransferi­
dos_ a las Comun1dadee Autónomas el reenvio ca las· Leyesa del
citado artículo 7.3< sólo puede tener: por el momento, el sentido
de que tal desafectaci6n. corresponde a .la Generalidad, cíon lo

!ue ésta convertiré. en bienes patrimoniales de BU propiedad
ienes de dominio públloo que le _habian sido transferidos por
1 Estado. •

. Bl En la ordenación actualmente vigente persiste el _
principio de -conexión entre transferenc1a '1 afecta.otón. que le
deducia del Estatuto de Catalulla de 1932 (articulo -17.&) 7 del
Decreto de 21 de noViembre de 1932 (articul05 14 y 15) OOD
una diferencia aolamente respecto & 1& épocá de la segunda'Re­
pública, que Jae .transferencias~ de bienes actuaIee oe producen

en un marco -la Ley del ,patrimonio del Estado- qUe carecia
entonoes de parangón.

eL EDite una lnsUtuciOn de- la Ley del Patrimonio del Es­
tado, las cesiones gratuitas de bi~es. que parecfa en principio
adaptarse perfectamente a las .transíerenctasa de bienes. ya
que tal Instituto permite conciliar y resolver casi todas las di~
ficultade. que tales trafl6íerenclas podrían plantear.

Dado que el elemento esencial de las transferencias era la
conexión de UD bieD con un ser:v:1cio al que estaba afecto y que
la 09sl6n, institucionalmente, permitia que tal conexión jugara en
primer plano, no puede extrailar que se haya recurrido a ella,
de forma expresa, como institución a través de la cual se han
encauzado las transferencias de bienes a Entes preautonómicos
lDcluida la ~neraljdad en su etapa -preautonómica. •

D) Constituida la Comunidad Autónoma de Catalufta. la
:(mica indicación precisa sobre el régimen jurJdico de los bienes
transferidos que se deduce del Estatuto es 1& de ·..conexión entre
transferencta y afectación del bien-: los bienes que representan
mediOlS mater1ales de servicios traspasados a 'la Generalidad se
incluyen en el Patrimonio (..latu sensual de dicha Comunidad
Autónoma por estar afectados a esos servicios (articulo 43,1.2 del
Estatuto). Aslm1amo y por lo que respecta a la dispOSición tran~

Atarla sexta, e, del Estatuto. nada hay en su tenor que permite
inferir que 1& entrada en vigor de éste ha supuesto una novación
del Utulo por el que fueron transferidos los bienes a Ja Gene-
ralldo<! r.reautonómica. -

Cenc us16n de todo ello es que el Estatuto de Autonomía ca­
tal4n no proporciona la más m1n1ma éabertura a lo que prescribe
1& Ley nteurrlda en punto a mutaciones de destino de bienes
tranferldos y al resultado de .incorporar al Patrimonio ("sensu
.trloto-) de la Generalidad los bienes transíeridos por el Estado
una vez desafectados por aquélla.a) TampOCO se extrae una indicación precisa del artículo 7.C
del Real Decreto 187811980, de 31 de julio, por el que se aprueban
las· normas de traspaso de servicios del Estado a la Generalidad
de Catalufta y. funcionamiento de la Comisión Mixta. ni de
nJnguno de los abundantes Reales Decretos de transferencia post­
estatutarios tuera de 1& ya repetida idea de 1& conexión entre
transferencia del bien 1 ..adscripcióna o afectac1ón al servicio.
Ello es del. todo congrnente con el artículo 43.1.2 y Disposición
Tranaitol1a sena. 8, del Estatuto y con el articulo 10 de la Ley
1V1981, que DO se ha lmpl,lgIl8.do.·

La solución definUva c:ie taJes problemas sólo puede provenir
de una consideración .ex complexua, abordando el asunto desde
la amplia perspectiva de; las bases del régimen jurídico del
Patrtmonio que OO1Tesponde establecer al Estado y que actual­
mente hay qUe inducir de Ja vigente, legislación ·patrimonial del
Estado, una vez demostrado que los articulos 1.3 y ~.3 de la Ley
11/1981 carecen de toda cobertura precisa en el Estatuto de Auto­
nomfa y en las normas sobre transferencias del Estado a la Co­
munldad Autónoma_

Fl Para la Abogacía del Estado la Justificación de la inconsti~
tue10nalldad de loe preceptos mencionados de la Ley recurrida
estriba en los siguientes razonamientos;

al La GeneraUdatf es radicalmente Incompetente para esta~
bleoer las normas bll.sicas deJ régimen Jurídico patrimonial, oon~
forme al artículo 17.e) de la' LOFCA, _y ese éarácter tienen loa
artlcul08 7.3 Y 9.3 ele la Ley 11/1981. Esto Significa que la Co­
munidad Autónoma debe mantener la afectación del bien trans~
ferido, sin que pueda unilateralmente variarla ni suprimirla,
pues tales actos tienen carácter disposiUvo o de "riguroso do­
minio-: tanto la mutaciÓn de destino como la desa.!.ectación. de
bienes demania1es.

Es el Estado. por tratarse de aspectos .básicos-, el que debe
decidir cómo y qttién ha de realizar la mutación o desaíeciación
de bIenes etransfer1dos-. y cuál es el destino definItivo de- tales
bienes tras 'BU desafectación (reincorporaci6n al Patrimonio del
Estado y/o incorporación al de 1& Comunidad Aut6nomal.

b) Del Dereoho Vigente cabe inferir un principio de carácter
bAsteo -Vulnerado por los artículos 7.3 y 9.3 de la Ley impugna,..
da-, en cuy&- virtud la desaparición o lcluso la modificación de
1& afectación o fin· al que se vincula una transferencia, traspaso,
oeei6n o adquisición de un bien a otro Ente distinto del origi­
nario titular trae consigo la relntegrac16n del bien al ponjunto
patrimon1al del que originariamente s&lló, sin. que quepa reco~

nocer al transmisarlo. cesionario o beneficiario competencia para
proceder uni~teralmente & moditleac1ones de destinación del

. bIen.
Dicho princlpio básico resulta reconocido implícitamente y

es la justificaclón 1nstttucional dIUrna de les siguientes regíme­
nes y normas: U el régimen de las cesiones gratuitas de la
sección quinta, capítulo 1, Utulo n, de 1& Ley del Patrimonio del

. Estado; 2J el régimen de adscripción de bienes a Organismos­
Aulónomoe laecclóu eexta. cepltulo l. titulo 11. de dicha Ley- 7
~culo 10 de la Ley de Entidades Estatales .Autónomas); 3) el
régimen de 1& incorporación al Patrimonio del Estado de los
bienes propiedad de Organismos autónomos y no necesarios para
el cumfUmtento de BUS fines larUculo &4 de la Ler del Patrimo­
nio de Estado>;" 4) el régimen' de la transferencla de bienes a
loa Entes pre&uton6m1cos. incluida la Generalidad preauton6~

mica.
ta, propia ~ recurr1da contiene dos manife6tacíones del

Pl'Inciplo eeIIaIedo en eus artlcuJos 22 lreverelón a l. G<>neraUdad
de bien.. adleritos a· servicios traspasados a Corporaciones w­
eales cuando no sean necesarios· 'Para 1& rr"sta't:ión del servicio
y por teasuncl6n del servicio) _1 23 fbienéS propiedad de organis­
mos autónomos de la- GeneraJ1dadJ. lo que prueba que el 1&g1S--
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lador catalán se consideró vinculado por dicho principio. aunque
no sacó las debidas consecuencias al dictar l0s artículos 7.3 y 9.3.

e). De generalizar -la "solución;' que respecto a los bienes
transferidos se origina en los artículos 7.3 Y 9.3 de la Ley recu­
rrida -en conexión con otros preceptoE; de la propia Ley- el
Patrimonio. del Estado puede virtualmente desaparecer o ex.P8::"
rimentar una drástica -reducción en muy poco tiempo.. lo que,
obviamente contradice los principios de .conservación,. y &(fafen­
sa- del mismo que dimanan .del articulo 132.3 de 1& Constitu~
dón. ~

d) la facultad de desa!ectar y disponer de los bienes trans­
feridos que a favor de la Generalidad resulta del articulo 7.3 y
concordantes de la Ley recurrida constituye una forma de finan·
elación adicional de las Comunidades Autónomas a expensa del
Estado no tipificada ni en la Constitución. ni en 1& LOFCA, ni
en los Estatutos y, ademas, de consecuencias totalmente erráti­
cas . desiguales y arbitrarlas. Ya que dependerían de la política
de deafectaci6ri. relacionada coa el volumen de bien" transferi-:­
dos. en forma que· se lesionaría el prine1pio de solidaridad, con
lo que resultarían vulnerados los artículos 2. '138 Y 158 de' la
Carta fundamental, los artículos 2.a) y e) y S.1 de- la LOFCA y la.
Disposición Transitoria 3.•.1 del Estatuto de C~taluda.

Gl El articulo 7.3 de la Ley impugnacla es el punto originario
o condición neoesariá del pOsterior encadenamiento de preceptos
que permite llegar al resultado inconstitucional de que los bienes
transferidos se incorporan, tras, su desafeetaclón, al Patri~onid

..sensu stricto- de la Generalidad.
El respeto de la: doctrina contenida en el fundamento 4 de

la Sentencia de este Tribunal de 8 de abril de 1981. (Asunto nú­
mero 19211980) le ha llevado al Abogado. del Estado. ,según BUS
propias palabras, a limitar el recurso al precepto mencionado sin
extenderlo a sus concordantes, aunque ..ad cautelam- y para el
caso de que. el Tribunal lo creyera procedente. solicIta 1& exten­
sión'de la. anulación a los preceptos concordantes con el artículo
7.3 citado.

Frente a 1& tesis exRuesta de la representación del Gobierno
de la Nación, la del Parlamento de Catáluña sostiene, en síntesis,
lo siguiente:

A) Entre el Estatuto de Autonomía de Cataluita de 193~ y
el de 1979 hay diferencias esenciales en muchos temas~ entre ellos
el detpatrimonlo y•. 'por.tanto. no puede invocarse ahora una Ley
no vigente y distinta de la actual.

B) A partir de 1& entrada en vigor del Estatuto' de 1919, el
fundamento Jurfdico 'de la adquisición d~ b1eIies transferidos
por el Estado no está en la sección quinta. capitulo 1, título n.
de la Ley de Patrimonio del Estado, sino en él articulo 43.1.2 de
diCho Estatuto Y. a mayor abundamiento, a partir de la entrada
en vigor de la Ley de la Generalidad lVl98l,' en el artículo 10
de la misma,. que no ha sido impugnado. &Si. como""en el Real
Decreto 1666/1980. ' ,

La transferencia de un bien afecto a un servicio transferido
no es ni mucho menos una cesión gratuita. ya que a la ComUD!·
dad. Autónoma receptora se le transfiere la..obl1gac1ÓD de prestar
el servicio. lo cual es una carga. . ' .

Por otro lado. laa normas relativas a loa Organismos autóno­
mos. del, Estado son totalmente lnapllca.bles al caso. ya que en:
dentemente la GeIJ.eral1dad de Catalufta no es UD Organismo
autónomo del Estado y sus relaciones OOD. el Estado no tienen
absolutamente nada que ver con, las que aq1.\él mantiene con SUB
Organismos autónomos. .

En cuanto a los arUeulos 22 y 23 de la Ley "11/1981, es de
notar que ni se mantiene por el primero el principio de reversión.
ya que ésta .podrá. preverse por 1& colTespOndiente LeY, ni
la regulación del segundo. relativa a las relacIones Generalidad­
Organismos autónomos dependientes de la misma, son extrapol~
bIes a la relación Eatado-Comunldad Autónoma.

C) Del pán'afo segundo del artfculo t.e del Real Decreto
1666/1980 ~única norma adecuada para inferir las bases en mate­
ria de transferencia de bienes- se deduce·que cuando se trua.­
fiere un servicio la. Generalidad adquiere los derechos ':Í loa bie·
nes y las obligaciones en lae mismas condiciones jurlp.lcas· que
las tenia el Estado Y. ~r tanto. puede hacer con. ellos exacta-­
mente lo mismo que pod:Ia hacer el Estado.

D) Discutir cuál de los dos Patrimonios, el del Estado o el de
las Comunidades Autónomas -ambos previstos expresamente por
la Constitución- tiene preeminencia sobre el otro; es totalmente
fútil, y-a que la regulación del Patiimonlo de la Generalidad no
atentaen absoluto. contra la- defensa y conservación del Patri·
monlo del Estado, y, por tanto. DO viola el articulo 132.3 de la
Carta fundamental. . .

El Que los articulas 7.S' y 9.3' de la Ley impugUada atentan,
contra el Patrimonio del Estado por, suponer su desaparicIón o
una dnistica reducción en muy poco tiemPo es UD argumento·
totalmente peregrino. ya que a part:lr de la transferencIa' del
Qien. al cesar toda Vinculación entre el Estado y el bien transfe­
rido, el camino qúe pueda seguir en elfuturo ese bien no es de
incumbencia del Estado. salvo en el supuesto de una reabsorción
de·competencias por parte del Estado y devolución al mismo de
los servidos transferidos con sus obl1gaciones -, derechos Unclui.

. dos los bienes afectados). .
Por otro lado, como los bienes transferidos estAn afectos a un

servicio llúblico, según el articulo 1 de la Ley del Patrimonio
del Estado no forman parte del Patrimonio estatal y por consi­
guiente no reza con ellas el arUculo 132.3 de la Constitución. que.
por lo tanto, no puede consIderarse violado.

F) TampOCO se vulnera el principio de solidaridad ni B6 pro­
duce UD enriquecimiento injusto sino todo lo contrario, pues pre­
tender la reversión al Estado en caso de desafectación seria pro·
piciar un enriquecimiento injusto para el Estado y un empobre­
~üniento también injusto para la Comunidad Autónoma. que se
ve desposeída da parte del conjunto de traspasos efectuados
cuando tuvo lugar la transferencia de servicios y precisamente
por solidaridad en .todas las Comunidades Autónomas' se sigue
eªte principio.

Por 'su parte., la representacIón del Consejo Ejecutivo de la
Generalidad aduce las siguientes razones a favor de la consti­
tucionalidad de 106 articulos 7.3 y 9.3 de la Ley impugnada;

A) Del artículo 147.2 de la Constitución, Disposición' nans·
torta sexta del Estatuto de Cataluña y artículo 7.e del Real De·
creto 1666/1980 se desprende:

al .Que 1& transferencia de los bienes adscritos a los servi­
dos traspasados .no, es' un acto ~cioso ~el .Estado.· sino el
cumplimiento estrIcto de un obligaCIón constitucIonal. por lo que
dicha transferencia nada tiene que ver con la cesión gratuita y
voluntaria de bienes del Patrimonio del Estado. en consecuencia,
no son de~aplicación los condicionamientos y restricciones de los
artículos 18 y 79 de la Ley del Patrimonio· del Estado.

b) La adscripción de los bieo.es a un determinado servicio
estatal no es' una de las condicionas juridicas que afectan a la
titularidad que o?t;iene la Generalidad sobre ellos. ·ya que prec.i.
samente la transferencia sUpOne la transformación del ServjCIO
del Estado en servicio de la Generalidad, sobre el ollal ésta ad­
quiere desde el mismo momento,' iguales. derechos que los que
correspondeI1an al Estado y, entre ellos, para continuar ~eniendo
adscritos al servicio los bienes transferidos o para modificar' su
destino o desafectarlos del dominio público, según a.ea más
oportuno para la mejor prestación del servicio. .

e) Los bienes , derechos transferidos por el Estado, a la
Generalidad,'en cumplimiento. de las disposiciones. citadas, dejan
de integrar el Patrimonio del Estado para pasar a fortll4r parte
del Patrimonio de la Generalidad, que tiene sustantividad propia
y total independencia de aquél, tal como se ded:u~ del artículo
43.1 del Estatuto de Cataluña, precepto que no condIciona en for­
ma alguna la integración de aquellos bienes en el Patrimonio de
la Generalidad.

d) La transferencia sustrae los bienes transieridos a la nor­
mativa estatal para sujetarlos a la del Ente autonómicó.

El paralelisnlO (tntre el artículo 43.2 del Estatuto de Autono-­
mfa de Cataluñ:a y el artículo 132.3 de la. Constitución acredita
dos cosas: que son idénticas las facultades qua el ordenamiento
jurídico confiere, al Estado para regular su pr9Pio patrimonio y a
la. Ge,neralidad para normar el SUYO', Y que se trata de dos masas
patrimoniales independientes. cad,a una destinada a la realiza­
.c1ón de los fines o a la prestác1ón de los servicios públicos consi­
guieptes al ejercicio de las respectivas competencias.

e) Bajo ningún concepto puede alegarse que laposibtlidad
de mudar la adscripción o 'desaIectar algunos de los bienes inte­
grantes del Patrimonio de la Generalidad vaya a suponer la
obtención por ésta de unOEl reéursos no incluidos en SU ~acienda.
según establece el artículo 44 del Estatuto y, más en general,
los artículos 157.1 de la. Constitución y' 4 de 1& LOFCA.

Bl El hecho de que tanto en el Estatuto de Catalufia de
1932 y legislación complementaria como en IEt normativa regula­
dora de la transferencia de bienes a los Entes preautonómicos

.se especificara un derecho de reversión a favor del Estado y
que ahora nada' se diga sobre el particular es razón más que
suficiente para afirmar la inexistencia de tal derecho.

e) Ninguna disposición limita la administración, organiza­
ción y disposición. de los bienes adscritos a los serviciQS tras-"
pasados, una vez integrados en el único Patrimonio autonómico,
ya que- estas facultades' se- orientan en el mismo fundl!.mento de
la autonomía, que conlleva una cuota de poder garantizada
constitucIonalmente 'para organizar los, servicios propios y ads-
cribirles los bienes que se estimen neces~ios. ,

D) El contenido del .articulo 7.3 de la Ley 11/1981 no puede
ser tachado de inconstitucional pOrque en la generalidad 4e la
fórmula, ..de acuerdo coa lo establecido en, las Leyes_ se incluye
a la Constitución y a las Leyes de desarrollo 'de ésta. con lo que
n,o tiene ningún sentido afirmar que pueda referirse exclusiva­
mente a las Leyes dictadas o que pueda dictar la Generalidad.

Tampoco. contradice el, ordenamiento jurfdico constitucional
el articulo 9.3 de la Ley impugnada, ya Que no hace más que
atribuir a un. órgano determinado "ae la Administración de la
Generalidad la facultad de cambiar de destino de los bienes
transferidos por el Estado. en aplicación de la potestad atribuida
a aquélla, con carácter generaL para la organización internA de
sus órgano" y servicios. . - .

E) Si fuesen ci~rtos los razonamientos de la demanda la
declaración de inconstituc1onalldad de los articulas 7.3 y 9.3 de
'la Ley recurrida nada resolverla, Ya que la totalidad de dic1?-a
Ley. está redactada partiendo de la existencia de un Patrimonto
propio de la Genttralidad (articulo 43.1 del Estatuto); de su total.
indépendencia del Patrimonio del Estado (articulo 43.2 del mismd
y demás disposicioJ;1es col1OOrdantes); y de la integración inda.·
ferenciada de los bienes transferidos por el Estado con los res­
tantes bienes pertenecientes a la Generalidad (articulo 43.1 del
Estatuto) .

3. Sobre la atrlb.uci6n a la Generalidad de la titularidad de
loe bienes iJimuebles vacantes en el territ~rio de Cat~IUfta. ,
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Según el Abogado del Estado, el artículo·11 de la Ley impug~
nada guarda total analogía con el artículo 22 de la Ley del Patri­
monio del "Estado. Tras seftalar cuál es, en la.-práctica, la .atri­
bución de mostrencos-, el representante del Gobierno de la .Na·
ción señala que el artículo 11 de la Ley 11/1981 implica la atribu­
ci6n (vía. oblicua) a la Generalidad de los In muebles mostrencos
en el territorio de dicha Comunidad Autónoma en perjuicio ,4el
Patrimonio del Estado. lo cual entrat\a, en su opinión. una clara
incon5j:i~ucionaIidad.porque: .

al Vulnera un principio básico de la le8181&o16n patrimo­
nial -si' el-Estado retiene la -atribución de mostrenoos. o 110-,
que corresponde establecer al Estado de, conformidad con el ar­
ticulQ 17.e) de la LOFCA en relación· con los articulos l4.9.1.14.
132.3 Y 157.3 de le. Constitución. Por tanto, y hoy por hoy, los'
articulos 21 y 22 de la "Ley del Patrimonio del Estado son báslc:os
y no pueden, sin incompetencia, ser desconocidos.o vulnerados
por la legislación catalana., .

b) Vulnera directamente el articulo 132.3 de 1& Constitución.
PQr cuanto la privación al. Patrimonio del Estado de la ~tribu­
ción de mostrencos.. lo ~esiona institucionalmente, en~particular
en cuanto a su defensa. ,

e) Por último y alternativamente ~ 10 argumentado en los
dos anteriores apartados" el articulo 11 de la Ley impugnada
tiene una evidente' traScendencia civil y procesal general, 'pues
no puede considerarse que .la diSciplina de la reivindica.c1ón de
bienes mostrencos sea subsum1ble en la _conservación, modif1ca~

ción o desarrollo del Derecho civil catalán. ni especialidad Pro~

cesal Qerivada de peculiaridades del Derecho sustantivo catalán
(artículos 149.1.6.- y 8.· de 1& Constitución y 9.2 Y 3 del Estatuto
de Catalu:f\a), por 10 que la disciPlina de esta materia COrTes~
pande al Estado cualquiera que sea el cuerpo, ~gal en qUe le
lleve a cabo. ~ _ _ ,

La representación del Parlamento de Catalufia, POI" su-parte,
comienza sefialando que la voluntad del legislador catalán al
rflIdactar el articulo 11 de la Ley 11/1981 no'era la que presupOne
el Abogado del Estado,·ya queaquel'precepto no se refiere a 10
mismo qUe el articulo 22 de la Ley del PatrimonJo del Estado y
es muy distinto afirmar que corresponden al &tado determina­
dos bienes' Que decir- que la Generalidad podrA. reivindicar de
acuerdo con las Leyes determinados bienes, ..

La Ley 11/1981 no afirma ni niega el derecho de la Generali­
dad sobre los bienes mostrencos. En ningún articulo de dicha Ley
se dice que la Generalidad tenga derecho alguno sobre los in­
muebles vacantes y. sin due:i\o conocido. no se pronuncla 89bre
este tema. El articulo 11 de la Ler impugnada es sblo una norma
procedimental,_ que no ·contiene ninguna declaración de del"8-
-~- " .'Sin necesidad de diBcutir sI los articulas 21 y 22 de la Ley del

Patrimonio del Estado son O no básicos --continúa diciendo la
representación-'-, es fácil deducir de lo anterIor que el precepto
en cuestión no vulnera ningún articu19 de la Constitución ni de
ninguna otra Ley. , . .

Por último. dicha representación no ve por ningíln' lado la
.trascendl;!ncia civilni procesal general que atribuye.al referido
·precepto la otra parte. puesto que tal articulo es totalmente in<).;
cuo a estos efectos. l. .

Para la representación del CoJl6ejo Ejecutivo ningún precepto
constitucional resulta infringido por la atribución a 'la Genera­
lidad del derecho a reivindicar los bienes Inmuebles poseídos
sin título, sitos en el terTitQrio de Catalu:i\a, ya que la Cons­
titución no contiene determinaC1ón alguna qUe establezca la atri­
bución en exclusiva al Estado de los bienes mostrencos, como
hace. por ef8mplo. al incluir necesariamente entre los bienes de
d6minio público estatal, la zona marítlmo-terrestre, las playas
y el mar territorial (artículo 132.2), < •

Fin¡dmente la susodicha representación entiende que no puede
sostenerse Que la -atribución de meetrencos.. sea ma~a propia
del Derecho civil. en cuyo Código no se contempla,. ya que no
todas las cuestiones derivadas (lel derecho de propiedad son ciyi~

les y menos las que, se refieren a la propiedad de los' Entes pú-
blicos. " ,--

4. Sobre la cesión gratuita de bienes de ,la Generalidad a Es­
tados extranjeros para finalidades culturales.

,Ei Abogado del Estado entiende qUe el último inciso delar­
ticulo 21.2 de la Ley,1V1981 resulta inconstituciMlal por, una do-
ble razón: .

a) Porque contradice .el régimen' -básico. de 'as ceSiones
gratuitas, plasmado actualmente en la sección qv.int& d~l capítu.;.
lo 1 del título 1 de la Ley del Patrimonio del Estado -que en

,ningún caso prevé como posible destinatarIo de cesiones gratuif.as·
a Estados extranjeros-, violando la competencia del Estado par.a
el establecimiento de dichas bases con arreglo al articulo 17.e) de
la LOFCA eh relación con los artículos 149.1.18.... 132.3 Y 157.3
de la Constitución. -

bl Porque la inadecuación esencial del régimen de cestón
gratuita' a los Estados extranjeros se agrava más aún a1 1& Auto­
rida.d gestora patrimonial no... es la estatal, ya Que resultar1a

. que los servicios patrimoniales de la, Conse1ería de Economía y
Finanzas de la Generalidad deberían vigilar, el cumplimiento del
lin de la ce!iión. por UD. Estado extranjero y el-eonsejo Ejecutivo
podría promover la resolución de tal cesión y, con ello, "interferir
la acción exterior del Estado. .

De ahí concluye el representante del ~bierno' de' la Ñadón
que la parte del precepto que se impugna no .8Ó)O crea la oca-.
si6n para. una posibilidad de grave interferencia en el ejercicio

\

de la excluslvtt competencia estatal sobre relaciones internacio­
~es (articulo 1-49.1.3.0 de la Constitución), que resulta así le­
sIonada' en modo que hace inconstitucional el inciso final del
articulo 21.2 de la Ley 1111981, sino que es, en sí misma, una in­
vasión de dicha competencia estatal por más que se haga una
remisión -vacfa de contenido- a ..los tratados o convenjos fir­
mados por Espali&>o, ya que no "Puede Justificarse constitucional·
mente una opción l~slaUva autonómica que, separándose total­
mente de la legislaCIón estatal del Patrimonio del Estado, puede
tener consecuencias perturbadoras en una competencIa ex~lusiva

estatal tan. esencial como la de relaciones internacionales:
Centra los dos' argumentos aducidos por el Abogado del Es­

tado, la representaxión del PaJ:lamento de Cataluña opone las
sIguientes r&Z<?n8St '

a) Para el neg&4o supuesto de que no se acepte la tesis de
1& no aplio&clón Jief artículo 17.e) de la LOFCA a la Generali­
dad, resulta que el inciso final del artículo 21.2 de la Ley 11/]981
no ~ntrad.1ce en absoluto 1& legislación básica, puesto que si
puede entenderse que la Ley. del Patrimonio del Estado es legis­
Jación básica, también lJuede y debe entenderse, que otros. pro­
éeptos lo sean, por ejemplo. los contenIdos en los tratados inter­
nacionalel en' loe que secontemplail cesiones de inmuebles a
Estados extranjeros. de los que le citan varios ejemplos ..

b) La Generalidad•.en modo alguno, pretende inmiscuirse
'en las relaciones internacionales del Estado español. E' precepto
Impugnado no se enmarca en el supuesto contemplado en el
articulo 27.3 del Estatuto. Dado que el PatrJmonio de la Genera­
lidad es de competencia de ésta, sI de acuerdo con un tratado
1Dternae1onal puede y le conviene, ceder un bien a un Estado
extranJero 81. JÍaturalmente a la Generalidad a la que corres·
pande ef'~tuar esta cesián que es, por lo demás. una (lesión de
uso, no del domin1.o y úniéamente para- determinados fines. Por
tanto, DO hay. en' .absoluto, injerencia en las relaciones int~r­
nacionales: es' el Estado quien negocia y firma los tratados ID­

. ~cionales y la Generalidad de Catalufia se limita, en su --caso.
a adoptar las medIdas, necesarias para su ejecución, en cumpli-
miento del artículo 27.3 del Estatuto.. .

Por tutimo, el. representante del Consejo EJecutiyo aduce, en
primer lugar, como dato que. en su opinión. desvirtüa por com­
pleto, la alegación del Abogado del Estado que en el Proyecto
de Ley de 'Reforma del Patrimonio del Estado se p~evl>- expresa:­
metl~ la posRJilidad"'de cesiones a Estados extranJeros. . .
. Por otro lado. el mismo representante sefiala que el ultimo
Inciso del articulo 21.2 de 'la Ley 11/1981 se acomoda perfecta­
mente & los articulGS 9.4 Y 27.3 del Estatuto de Cataluña, de
donde concluye que no edste extraliml.t&ción, ya que el precepto
impugnado se llm1ta a contemplar una posibilidad d.e .c~sión en
un ámbito de Indudable competencia autonómica, poslbJ11dad que
sólo podrá, realizar.se en ejecución de tratados intern~cional~
y en los términos ,previstos por éstos. De ah1 que, a dIferencIa
de 10 que se afirma en la demanda. la remisión total y completa
a los _Tratados o Convenios fIrmados por Espafia_ no sea vacía
de 'contenido, sino, por el. contrario, omnicomprensiva de todos
los elementos propios para recoger el significado de la competen.
.cIaestatal En definiti:va, sólo si el Estado lo prevé. y en lo~
términos en que lo haga, .cabrá realJzar tales cesh:~nes. -

Qt:iinto....;;"Por providencia de 21 de julio del corrlente af¡~. el
, Pleno acordó- setiaIar para la deliQeración del recurso el dla, 26

del mismo ~s en que se 'deli.?eTÓ "'1 votó, ,

n. FUNDAMENTOS JURlDICOS
Primero.-El punto de arranque (después veremos ~asta Qué

punto necesario) de la argumentación con la que la represen.ta­
ción del Estado apoya !lu petición de una ~ntencia declarativa
de 'la lilconstitucionalidad de determinaq.os precel?to~ de la Ley
impugnada es el de que éSta, por imperativ.o de' lo d1spu:sto "en
el articulo 17.8)1Ie la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre,
de .. Financiación de las Comunidades Autónomas. {e~. ade~a~te
LOFCAl, sólq..pudo dictarse ..en el marco de la legIslaclOn baslca
del Estado.. ' . d 1 P 1Frente a dicha postura Inicial, las representacIOnes _e ar a­
mento y del Consejo Ejecutivo de la Generalidad sostIenen que
la LOFCA no es ~ este punto, aplicable a Cataluña, porque ~n
ningún caso podría privar a la Generalidad de la· :-:ompetencJa
que le confiere el articulo 43.2 de su E$tatu~o de Autono?1~a,
según el cua1:-El Patrimonio de la Generalidad, su admmls·
traci6n' y conservación serán regulados por una Ley _d€ Catal.u~
tia.., sin 8UJ~tar'dicha Ley a los límites que resulten de la legls~
1ación básica del Estado. En este sentido hay que en'!-ender. se
afirma el enunciado de la Disposición Final de la propIa 'LOFCA..
según ~l cual las normas de la misma, que son aplicables a to.das
las Comunidades Autónomas, deben _interpre~rse armómca­
menté con las normas contenidas en los respec.tlvos EstRtutos'".

Supuesto bAsIco sólo ocasionalmente explicitado de esta
extensa disputa ·cuYospormenores se resumen en el punto cuar­

. f.o 1 de los Antecedentes es, evidentemente, el de ,que la nor­
má contenida en el artículo 4:i.2 del Estatuto de C~ta~~na, con­
tíEJne una atrIb\Jción de co,mpetencia, en princ!plo Ihmltad~,.
para regular por Layel Patrimonio de la Gener~hdad, su.adrol­

.nistrac16n,' defensa y conservación. Esta premisa no es, SIn em­
bargo, conVincente. ., d mente

La. norma m cuestión .es, en efecto,' como rel e!:,s ~
indican las partes en litigio sjmple transcripción, "J.Ilut~tlS mu­
tandiS. del apartado 3.0 del artfr.ulo 132 de 1& Const1tucI~n, Que
no es clertamente una norma.. atributiva de competencIa. si?o
una reserva de Ley, es decir, al tiempo, un mandato al legls-

\
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l~dor de regular el régimen jurídico del Patrim0l110 del Estado
-y del Patrimonio Nacional, de su .administración, defensa .,
cons¡;Fvación,., y una interdlcción al Gobierno.' como titule\f de
la putestad. reglamentaria (articulo 97 CE). de proceder a wia
regulación- ..preater legem_. No es sólo, sin. embargo. elpa­
raleLsmo de los enunciad08. ya de por si significativo. 10 que
induce a cuestionar' la sol:dez de la indicada premisa, sino
íainbien v sobre todo el contenid6 mismo del articulo 43.2 del
Estatuf;) de Ca~luña. Entendido éste. en electo. como norma
especial atributiva de competencia exclusiva 8 1Umitada sobre
el Patrimonio propio, seria-,forzoso considerarlo como deroga­
torío de otras no.nnas de la misma naturaleza que reservan
a la competencia exclusIva ,del Estado. por ejemplo, la lag!&­
laci¿n civil (artículo 149.1.8.· CE), dentro de la cual se halla,
sin duda. el libro segundo, titulo 1, capítulo 111, del Código
Civil, en el que se establecen los conceptos fundamentales de
bit'Il€S de dominio público y patrimoniales. o las bases del
régimen jurídico de las Administraciones públicas (articulo
149,1..18.$ CE), o la legislación básica sobre contratos o con..
cesiones administrativas (ibídem). La imposibilidad jurídica _de
esta conclusión evidencia que es también imposible la inter..
pretHcl,ón que a ella conduce .y' que la norma en cuestión, ,en
el Esta.tuto de Cataluña como en la propia ConsUtución, debe.
ser entendida fundamentalmente como. una reserva de Ley y-
no como atrIbutiva de ,una competencia. . .

Es evidente, claro está; que la ¡nclusión del precepto en el
Estatuto. como cuerpo normativo 'que ha de contener, entre.
otras C:O<;i1S; ..Las competencias asumidas dentro del marco es­
tablee ido en la -Constitución y . las bases para' el traspaso de
los servici06 _correspondientes a las mismas.· [articulo 147.2 d)'
CE l. y la· precisión de qu,e la, Ley reguladora del Patrimonio
~a de ser Ley ..de. Cataluña_ subrayan la competencia' legisla­
tlv~ de la GeneralIdad ,!óbre la 'materia. pero no la- crean. El
articulo 43.2 del Estatuto especifica. por referencia a un 'texto
legal concreto, la competencia legislativa que a la General1dad
atribuyen con carácfer genérico, por referencia a determinados
sectores 'del ordenamiento, a materias determinadas O 8, fines,
genera les los artículos 9 y 10. Dentro de éstos, la norma de
la que .más -directamente cabe derivar la. competencia de la
Generalldad para legislar sobre su propio PatrimoniO es la
contenida en el apartado prImero, párrafo número 1 del artícu­
lo 10,. cs- decír, aquella según la cual le corresPonde en el
marc? de la legislación básica del' Estado y, en 'su caso, en
los terminos que la misma establezca, el desarrollo' legislativo
y Ja ejecución del régimen Jurídico y sistema de responsabilidad
de la ~dministraciónde la Generalidad y de Jos Entes públicos
depcndlentEliS de ella. Es esta competencia la qué hay que en­
tender especificada por referencia .concreta al Patrimonio en el
articulo 43.2. del mismo modo en que, por ejemplo, los artlculos
~6,5 y 37.1 del mismo Estatuto, especifican, respecto del Presi~
dente de la Generalidad el primero de ellos y respecto del Con­
syj~ Ejecutivo el segundo, la competencia genérlca.mente atri­
bUida en el articulo 9.1 para la organización de las institucio-
nes de autogo-bierno. ' - .

\';si entendida, esta competenc1a tiene como lfInitas gen~
les Ips que impone la -reserva al Estado de la ·competencia ex­
clUSIva para establecer las bases del régimen jurídico de las
Admínistrac1o.nes públicas (articulo 149.1.18.·), Dentro de eUos
el Parla~ento de Catalufla dispondrA de mayor o menor liber­
tad. segun. ~a ~teria' concreta que la Ley regule: En unos
casos (por ejemplo, al establecer la dicotomia entre bienes de-

_. maniales y patrimoniales como efectivamente ha hecho y en
otros e:odremos) deberA respetar, la legislación civil, que es
c?mpetencia exclusiva del Estado; en otros podn\.. optar entre
distintas soluclones en cuanto no calldan. con normas básicas

- d~l Estado (por ejemplo; en materia de' concesiones de doininio­
publico), y en otras, por último, podrá resolver con mayor li.
bertad en razón de su potestad. de autorganiza.ción (arUculos
9.1 y 10.1 EeL _ . .

A la luz de esta doctrina' debe entengerse el ~rtfculo 17.e)
LOFCA que, como todos los preceptos de la misma. ha de in.
terpretarse armónicamente con las normas de los respectivos
Estatut?s, según establece su Disposición Final, sin que sea

-necesarIO, por ta:nto, para la decisión de laa cuestiones plan­
teadas. 'pronunciarnos sobre los distintos, argumentas que laS
partes utilizan acerca de cuál sea la fundamentación constitu­
cional de este precepto, il1 sobre la discrepancia entre el con­
C6,ptO de patrimonio que el mismo ~ emplea (qUé no- puede ser
otro Que el estricto, qefinido en el articulo ~.• de la proPia
LOFCA) y el més ampltoque configuran 108 artlculos 1 y 2:
de la Ley impugnada. Sobre' este punto ha de analizarse tam';'
bién la interpretación de inconstitucionaUdad que el Gobierno·
?ao~_ !rente a d~rmlnados artfcu.los de la Ley contra la que
se dIrige el presente recurso.'

Segu~do.:-~·pretende de este Tribunal, fln primer lugar, la
declara.clón de moonstitucionaUdad de los ·artículos 7.3 y 9.3 que,
T~spectlvam~nte, se refieren &- la desafectaclón y & la muta­
ción demantal de loa bienes transferidos por el Estado a la
Ceneralidad. Esta pretensión se apoya, a partir del supuesto
de que el legislador catalán ha de moverse en el marco de las
normas básicas del Estado, on el 'razonamiento que, Junto' con
el que ...de adverso. le oponen las otras partes del litigio, se
resume, ,en. el punto cuarto, 2, de los antecedentes.

Como resul~ del conjunto del razonamiento (que .n: su Ola:
yor. parte, se dirige directamente contra el articulo 1.3 y sólo
indirectamente, en cuanto que la .mutación demanlal puede ser
un prImer paso hacia de desafectación. contra el "artículo 8.3)

la inconstituclonalidad que, 8e predica de la regla relativa a
la desafectación es una inconstitucionalidad ..pro tempore-, que
se dará solamentl' mientras no exista una norma estatal que.­
diSCipline esta materla, pues en - otro caso tal norma sería
apllcabte en razón de la remisión genérica que el citado artícu­
lo 7.3 hace a ..10<establecido· por las Leyes_. A su vez, desde
otro punto de vista, esta fnconstitucionalidad temporal vendría.
a crear un motivo adIcional ,de inconstitucional1dad en cuantb
q~e, en ausencia de norma básica a la que sujetarse, el legis­
Jador catalán habría creado una norma que justamente por .no
encontrarse limitada por otra alguna'adquiere el carácter de
legislación básica y resulta asi viciada de incompetencia,

Ya en'-su sentencia de 28 de julio de 1981, recaída en el
recurso de inconstitucionalidad número 4011981, declaró este.
Tribunal que tina interpretación como la qu. sirve.de base a

.este 'último argumento, resulta inaceptable en cuanto que .Im­
plicaría como consecuentta ineludible la de que la Generalidad
.de Catalufta se veria privada de las competencias que el Esta­
tuto le atribuye hasta el momento, más próximo o más lejano,

.
en que el legislador estatal hubiera hecllo uso de la suya, para
derogar, modificar 'o 'sustitujr la legrslacióJ:J anterior. (con­
fróntese sentencia citada, fundamento 6.°) estableciendo las
bases a las que la .Generalidad debe ajust~ en su legisla­
ción. Estaa bases han de ser inducidas de- la legislación exis
tente, según la doctrina ya establecida en la referida sentencia
(especialmente en su fundamento 6.°),' a la que nuevamente
nos remitimos.

Delinlitada así la cuestión y desechado, por tanto, este argu­
mento de la incompetencia de la· Ceneralidad, es preciso para
resolver y analizar la naturaleza de la inconstitucionalidad
que se imputa a los' dos preqeptos de lQs--que en. este momento
nos ocupamos, c~cterizada según: queda dicho, por ser ~a
inconstitucionalidad que se produce ..ex cQ:mplexu-, BS decir, por
el encadenamiento entre tales preceptos y otros de la misma
Ley y que. es, además.. puiamente proviSional ..pro tempore-,
pues durará sólo en tanto el Estado no haga uso de su com­
petencia propia para dictar normas sobre el desUno último
de los bienes transferidos una vez desafectados..Esta segunda
característica que el propio recurrenw, atribuye a la pretendida
inconstitucionalidad de los preceptos atacados seria en sí mis­
ma causa suficiente para qesatender su pretensión, pues,como
acabamos de decir, la inactividad de los poderes centrales en
el ejercicIo de sus competencias· propias no puede ser motivo
para priv&r' a las Comunidades Autónomas del ejercicio de las
sqyas., salvo en aquello~.supuestos excepcionales en los que la
Constitución, de· modo e:xplicito o impUctto" condiciona la 8(:­

tuación del poder comunitario a una previa· actuación estatal.
La primera de las caracteristicas citadas, esto es, la de que

la inconstitucionalidad de los artículos 7.3 Y '9.3 es resultado de
su conexión con otrO:'f artículos de la misma Ley no desapare­
ceria, de existir, con la anulación de estos preceptos, Si80 sólo
con su sustitución" por otros que de manera expresa regularan
la desafectación de los bienes transferidos por el Estado a la
Generalidad que de otro forma quedaría sometida al régimen
general que el artículo 7.1, no impugnado, establece. Como es
evidente, la única posibilidad de- que la ·desaféctaeión de los
bienes transferidos quede sometida a un régfmen dilftinto del
aplicable a los bienes de dominio püblico de la. Generalidad no
procedentes de transferencias estatales se obtiene mediante el
mantenimiento de la validez del articulo '7.3, no con su inva-.
lidación. _

Estas consideraciones hacen patente 'que las reseI'V'flS que la
representación del Gobierno manifiesta acerca de fa legitimi-

- d¡ld constitU!;:ionai' de estos articulos...no resulta tanto del con~
tenido de los ínismos como de su simple existenc1ao~ mas
precisamen~e, del hecho de que. la Ceneralidad ~. cons.idere
competente para la desafectación {o la mutación demaniaU de­
los bienes transferidos por el Estado,' y por consiguiente com­
petente también para dictar normas sobre ei régimen de' estas
actuaciones, aunque se trate, como es el caso del articulo- 7.3, de
una norma de reenvío. Esta tesis es 1« que se explicita y 58 sos·
tiene con dos- nU~vos_ argumentos. el de que los preceptos' que
ahora estudiamos (O" más precisamente, la cadena de actuacioneS
que ellos hacen posible) violan los articulos 2, 132, 138 Y 158 de la
Constitución, los artículos 2 y 5 de la LOFCA y la Disposición
Transitoria tercera, 1, del Estatuto de Cataluña, de uns parte, Y
de la otra, el de que vulnera una norma básica que. al enlazar
el dominio público con la afectación a un servicIo público, im­
pUca la reversión al cedente de los bienes desafectados.

El prImero· de los llrgumentos citados, aunque referidO' a
muy diversos preGeptos constitucionales, estátut&ños y legales.
tiene la unidad 'que resulta· de estar construid,o a partir de, la
Idea de que un uso malicioso de las posibili9ades qul1 los ar­
tículos atacados abren, pueden producir un grave daño- al pa­
trimonio del Estado o crear' fuentes de financiación distintas
de las previstas en la Constitución, el Estatuto f la LOFCA.
Frente a este argumento, qUé laS otras partes contendienteS
combaten en la forma expuesta en -los antecedentes. basta con
señalar que la mera poslbUidad de un liSO torticero de las
normas no puede ser nunca en sí misma motivo' bastante para
decl~rar la inconstitucionalidad de éstas, pues, aunque el' es..
tado de derecho tiende 'hacia lá sustitución del gobierno de
los hombres por el gobierno de las leyes, no hay ningún le·
gislador, por sabio que sea, capaz de producir Leyes de las que
un gobernante, no p'uada hacer mal uso. ' .
, El segundo y más consistente de tos argumentos utilizados
contra la constitucionalidad de los artículos 7.3 y '.3 e8, según
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queda dicho. el de que éstos lnfringen-una norma básica según'
la cual procede.. la reversión al Estado .de "os bienes cedidos
por éste a otros Entes "l)úblicos para la prestación de un ser­
vicio público, cuando son desafectad.os. Esa norma bAsica.· que
aplicó ya el Estatuto c;le 1932.' fue respetada también por las
distintas disposiciones de. transferencia a los Entes preautonó·
micos, según una práctica no desvirtuada por la promulgaclón
del. Estatuto de Autonomía. ni 'por las disposiciones que. tras
éste. se han dictado para· regular las transferencias a tos mis­
mo~ Entes preautonómicos <Real. Decreto-ley 16/1980. -de n. de
diCIembre, y Ley 32/1981, de 10 de JuJio) y a la Comunidad Autó­
noma de Catalufta, especialmente el Real Decreto. 1666/1980, de
3] de Julio <singularmente su artíCulo 7.'0), Y está plasmada

t
so·

bre todo, en la propia Ley ]022{]964, del Patrimonio del Estado,
al. regular (título n, capítulo 1. sección quinta) las cesiones gra­
tUltas de ~mmuebles a las Corporaciones Locales, en términos
que.. por 10 demás (y a Juicio de la Abogac.1a del ~tado. con·
tradlctoriamente) la Ley impugnada recoge 'en su articulo 22.

En el anál1sis de este argumento y de las razones con 'que
se intenta invalidarlo. es necesario todavía distinguir dos as­
pectos' bien di.Stlntos, el de la -pura legalidad y el propiamente
con;;tituclonal..De una parte. en' efecto, se ;nos dice que las
vanas disposIClones mediante las que se transfirieron diversos
servicios y los· bienes· a ellos afectados a la Generalidad pro­
visional. restablecida por el Real Decreto-ley 41/1977 de 29
de .septiembre, prevéian la reversión al Estado de erto~ bienes
y Que tales disposiciones no han sido ..novadas. por la Disposi­
ción TransitorIa. sexta del Estatuto de Catalufia. Como es evi~
dente, de ser eno así el régimen juridIco de los bienes trans­
feridos a .la Generalidad antes de la entrada en vigor del Es­
tatuto serIa o podría ser distinto al de los que se transflrleron­
con posterioridad y estaría determinado por el titulo de trans­
misión. La genérica remisión a .10 establecIdo por 18$ LeYes. en
el articulo 7.3 de la Lev impugnada hace,stn embargo, que en'
lo Que toca" a la' leJtitlmidad constitucional de dicho artículo,
~ea indiferente el criterio oue se mantenga acerca del carácter
mnovador o no innovador de la mencionada Disposición .Tninsi.
tOrif!. Es~e carácter ·serA determinante pararesolv~, en un caso
concreto. acerca de cuAles sean las" normas apllcablits. pero en
el orasente recurso. que no tlene por obJeto ningún acto con­
creto. sino ~n8. norma general que. en términos también· ge.
neraJes..re~llte a las Leyes aplicables, no puede ser utilizado
como -crlteno para la decisión.· .

Desde el . punto estrictamente' c"anstitucional. el tJ.nico alega­
to que cabe tomar en consideración es el de que existe una
norma básica (la de la reversión de los bienes cedidos. una
vez desafectados) que la Genera1idad estaba obligada a respe­
tar y Que no ha respetado al incluir una nonna (aunqQe, de
puro reenvfoJ referente a la désafectación de los bienes trans­
feridos (arUculo 1.3) V otra (arUculo 9.3) que atribuye 'al De­
partamento de Economía V Finanzas la competencia para acor­
dar la mutación de destino de estos bienes. pues no Cabe .re­
conocer al transD?isario. cesionario o beneficiario competencia
para proceder umlateralmente a moC!jfiCllciones de destinación
del bien .. ,. ya que es 5610 el Estado .el que debe decidIr cómo
y quién ha de realizar la mutación ° desafectacIón de bienes
transferidos f cuál es el destino definitivo de tales bienes tras
su desafectación•.

- . No.niegan los representantes del Parlamento y del Consejo
Ele~uhvo de la Generalidad que tal norma exista, sino que sea
apJ1cablea estos supuestos y produzca Mos efectos. A su en.
tender. la regulación contenida en los articulos 74· a. 79 de la
Ley' del. Patrimonio tiene por obleto las cesIones gratuItas y no
las trap.sferencIas que, .lejos de ser un acto gracioso del Estado
implican ..el cumplimiento estricto de una obligación constitu­
cional•.

Los citados articulos de la Ley del Patrimonio del Estado
no regulan, en. efecto, las cesiones de bienes afectados a ler­
vj~ios' públicos, sino la cesión de bienes patrimoniales estricto
sensu. para que otras Entidades o Corporaciones distintas del
Estado los afecten a determinados fines. En el caso de las
transferencias del Estado a la Generalidad; ésta se producen.
por el contrario, como consecuencia del traspasO del servido
a los que los bIenes- (que de otra forma no hubIeran podido
ser cedidos sIn una previa desafectaci6n). estaban afectados. No
se trata, por tanto, en rigor, de una cesl6n, sino de- una suce­
sión parcial en· el ejercicio de las funcIones p'libUcas entre dos
,Entes de 'esta naturaleza. Las Comunidades Autónomas -no son
:J?ltes preex~stentes a los que -el Estado ceda bienes propios.
smo Entes de nueva creación que sólo alcanzan existencia real
en la medida en que el Estado se reestructura lustrayendo a
sus Instituciones ceñtrale$ parte de sus competencias para atrl·
buirlas a estos Entes teITitorfales y les transfiere, con ellas. los
medios personales y reales necesarios para etercerlas. El Esta-

_ do, como conjunto de las Instituciones centrales, pierde' las
.facultades que las Comunidades Autónomas. ganan V las trans­
ferenciasde recursos de todo género y -en concreto de bienes
inmuebles de. aquél a éstas no es, en consecuencia, producto
de una cesión, IIlho, como antes decimos, consecuencia, obUgada
de una sucesión. ....

La naturaleza 1uridica de estas· transferenclai M, por tanto,
radicalmente distinta de. aquella que es 'Propia ,de las cemones

,~gratuitas reguladas en la Ley del Patrimonio del Estado,' y, en
consecuencia, la Generalidad, que estaba obligada a respetar
los principios básicos de esta. regulación al establecer el ·régi­
men de las cesiones gratuitas por ella. efectuadas, C()mo efec~

tivám,ente ha hecho en e,l articulo 22 de la Ley impugnada. no
se ve privada, por ello. de ia facultad de resolver sobre el
destino de los bienes afectádos a los servicios públicos, cuya
titularidad astenta. Cuestión bien distinta es la de cuál haya
de ser el destino ulterior de los bienes desafectadus, que en
modo alguno queda predeterminada por los precepto~ Que se
impugnan y acerca de la cual el legislador estatal. en el marco
filado. por 1a Constitución y los Estatutos,' podrá dictar las
normas (jue luzgue oportunas. en la medida en q"ue no con~

sidere suficientes los prinCipios deducibles de las que hoy exis­
ten, para impedir los da"os ,eventuales que ,el recurso intenta
evitar y que ni nacen dlrectamehte ·del articulo 7.3 impugnado.
ni resultarfa imposibilitadas con su supresIón. Mientras no se
haga:uso de esa facultad. a les fines del presente recurso basta
con concluir que estando obJiR:ada la Generalidad a sujetar en
este punto su propia legislación a la legislación básica del Es­
tado, no hay en ésta. norma 0- principio alguno qu~ le impida
dar una soluclQn como la contemplada por los precepj:os 7,3
y 9.3, que no resultan por eBo contrarios a la Constitución.

Tercero.-La impugnación del articulo 11 de la Ley se basa en
la consideración de que este precepto, en su aparente inocuidad.
Implica la atribución a la Generalidad de los mostrencos en

.su territorio. ,Esta interpretación. cuyo detalle se resume en el
punto cuarto. 3, de los antecedentes, es aceptada por la repre­
sentación dél Conselo EJecuttvo de la Generalidat:J, para la
cual, sin embargo, no se deriva de ella inconstitucionalidad
alguna. pues la atribución de mostrencos que hacen los ar­
tículos 21 'f 22 de la Ley del Patrimonio del Estado no es una
norma constituciona1. ni parte de la legislación civil o procesal
que la GeneraJIdad estuviese forzada a respetar por ser com"
patencia exclusiva del Estado. a tenor de 10 dispuesto en los
párrafo e.- y 8.1> del apartado' 1 del artículo 149 de la Cons­
titución. Esta misma valoración en cuanto a la natural~za no
clvil ni procesal del preceptO hace también el repre'>entante
del Parlamento para el cual. sin embaTgo. a diferencia de las
otras panes. la noriP.ft- en cuestión es puramente orocedimental.
y no atribuye derecho alguno.

La naturaleza atributiva del precepto. sostenida tanto por el
Abogado del Estado_como por· el el Consejo EjecutíVf:> de. la
Generalidad es, 'sin embargo. incuestionable. pues. lB lmpllca·
ct6n necesaria de su tenor literal· es .1& de. que .corresponden
a Ja Generalidad los bienes Inmuebles retenidos o disfrutados
sin titulo vAUdo•. Como esta expresión. que delib~rada:mente
entrecomillamos, es la que utiliza la Ley del Patí"lmomo del
Estado (articulo 22) para establecer el derecho de éste sobre
los bienes de ese género. lo que en este punto h~ce la Ley
catalana .es subrogar al Patrimonio -de la Generalldad. en el
lugar del Patrimonio del Estado y. para esto. como es eVIdente,
carece la Generalidad de toda competencia. Una cosa es que
la Generalidad disponga de la competencia suficiente para
legislar. dent ..... de los limites que ya hemos seña]~do,..~obre
su prop1D Patrimonio v otra bien distinta que. ~n e'~rclclo de
esta competencia, modifique también la legislacl~n -Y:lgente s~­
bre el Patrimonio del Estado, determinando que para el f~turo
no se incorporarán a éste. sino al de la Generalid!ir1. los bleAeS
inmuebles retenidos o disfrutados sI~ titulo váhdo por ,Enti­

,dades O por particulares.
El derecho sobre los bienes ocupados o retenidos sin título

vAlido es una derivación de la vieja .regaIfa, como muy dara­
mente se ma,nlfiesta en el Decreto de Carlos tIl. de 27 C!e no-:
viembre de 1785 (Novísima Recopilación, 10,22,6) al refenrse a
.los bienes mostrencos. abintestatos -y vacantes que pertenecen
a mi Corona...•. Con la objetivaci6n del poder Y.la fusión de
los derechos· mayestáticos. en la noción única del poder sobe­
rano, este derecho pasa al Estad,o. traslación que ~ntre nosotros
se opera de manera positiya mediante la ~ey de 9 de mayo
de 1835 (ColeCCión Legislativa. tomo XX;. pAgma 173). En cuan­
to que la titularIdad de la soberanía corresponde ,al Estado en
su conjunto... y no a ninguna de sus instituciones en concreto.
los bienes vacantes 'Podrian, en principIo, set' admitidos a Entes
distintos de la AdminIstración· Central. pero sólo el órgano que
l'uede decidir en nombre de todo el Estado y no de una de sus
"partes puede' modificar la actual atribución.

Cuarto.-Se impugna, por último, ,el inciso final del ~partado
.2 del artículo 21, que incluye. entre otras, como ceSlOnes d~
utilidad 'P,'libUca, las que se hagan «a los Estados' extra~leros
para actiVidades culturales de acuerdo con 10$ com'"emos o
tratados firmados por España•. Aunque se afirma que la incons~
tltucionaltdad resulta ~e ..una doble razón.. se aducen de he­
cho tres razones distintas: la de que 'no se respetan las norma.s
bl\sicas que en" materia de cesiones gratuitas contiene la legis~
lación estatal, la de q1.le la habiUta~ión a la Generalidad pa,ra
verificar el uso que los concesionarios hacen de los bie~es, im­
plica la vulneración de una competencia estatal exclUSIva (ar­
ticulo 149.1.3 CE) Y. en último término, la de que tamblé?
es una invasión· de esta misma competencia exclustva. la pre~
visión -de creación de una situación Jurldica de ventala a fa:
ver de un Estado extranjero, "uando la legislación estatal DI
lo. prevé ni 10 hablllla'. .
. ·Estas. razones no parecen ·suficientes para acceder a la pre~
tensión que 88 nos dirige, pues no es una remisión ..vacía d~
contenldo_, ilno absolutamente determinante, la que en el prEe~
capto se hace a los tratados o convenios ,firmados. por s·
))da.. En ausencia de este precepto; una cesión de este género,.
lB1empr8 de acuerdo con los -tratados y. convenion, no serí~ 1m·
posible, pero requeriría. ,una .previa ~ declaración de- ubUdad
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pública. que es, en defmit1va. lo que, en térm1nos genéricos
se hace ahora. No se hab1llta. sin al.nbugo, a la Generalidad.
para resolver por si sobre estas oosiones,' sino sólo de acuerdo
con los tratados o convenios. de tal modo que scráDéstos 108
que en concreto· harán posible "estas cesiones y sus !lnalidades
y condiciones. El precepto seria, sin duda. contrario a~ Cons-­
títución si la remisión a los Convenios y Tratados de los que
España es parte 1\0 existiera, pero existiendo ésta no puede in­
terpretarse -51110 domt;) un instrumento. entre otros, destinado
a facilitar el ejercicio de la obligaci6n, que no competencia,
que impone a la Generalidad el articulo 27.3 de su btatuto de
adoptar .las medidas, necesarIas para la ejecución de los ira­
tados y conyenios internacionales en lo que afecten a materias
atribuidas a' su competencia_o La manifiesta hicorrecc16n téc­
nica de la redacción. que alude a' ..los qOQventos o trátados
finnados por España., en lugar de aludir a aquellos de los que
España es parte que son•.como es evidente, los únicos .c~n
fuerza vinculante. no basta por si misma para genE'ral la' m--

. validez del precepto. que debe ser interpretado como referiqoa ..
tratados o conv!3nios que han adquirido fuena de obUgar,

Sala Primera. Recurso$'. de amparo oc.úmulad08.
números 30 y 99/1981.-Sentencta número 59/1982,
de 28 de julio, -, .

La Sala Primera dél TtibUnal ConstltuQional, compuesta por .....
don Manuel Garcfa·PelaYo y Alonso. Presidente. y don Angel
Latorre Segura, don Manuel 'piez de-Ve1asco Vallejo. doña Glorta
Begué C'antón. dol). Rafael Cómez-Ferrer Morant. y don Angel
Escudero del Corral, Magistrados. ha pronUnciado ,

.EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En los recursos de amParo acumulados. números3Q y 99/1981,.
promovidos por los Agentes de la Red l'lacional de los Fen'0C4:­
mIes Españoles {RENFE>. don Jerónimo Olmedo.a&cendidoa
Inspector principal el 15 de junio de 1969;. don FranciSCO-Alberto
Palomar Legido. ascendido a Inspector principal el 18 de febra(O
de 1970; don José Alvarez. Pérez. ascendido a Inspector principal
el 1 de mayo de 1968; don Demetrio López Martín. ascendido a
Inspector principal el 1 de junio de, 1969; don JoSé Jover Amo­
rós, ascendido a Inspector principal el 16 abril de 1966; don Luis

. Cabañas Medel, ascendido a Inspector principal el 1 de julio
de 1966; don Angel Treviño González. ascendido a Insp,ector prin­
cipal el 16 de julio de 1968; don lldefonso Lorenzo Hernández.en
suplencia desde el 1 de septiembre de 1968, hasta el nombramieD­
to a Inspector principal el 1 de tebrero de 1972. doña Emerenc1&­
na· Paz Juez Gonzalo. ascendida a Inspector principal el 16 de
mayo de 1969; don Mariano Merino Vicente. ascendido a 1Jlspec~
principal el 1 de octubre de 1969; don Luis Mariano Pérez Soba,
ascendido a_.Inspector principal el 16 de tebrero de 1989; don
Francisco Doblado GÓmez. ascendido e. Inspector. principal el 16
de junio de 1969; don Fernando Garcia Santacruz. ueendido &
Inspector principal el 16 de mayo de 1969; don Nicoh\s Palomo
Cruz, ascendido a Inspector principal el 16 de jullo. de 1969;
don Alberto Casa Antán. ascendido a Inspector principal el
16 de noviembre de 1967; don Pedro Pérez Fernández, ascendi­
do .a Inspeetor' principal elIde octubre' de 1969; don ErneSto
Méndez Luengo. ascendido a Inspector principal el 1 de mayo
de 1966; don Luis Hidalgo Ramiro, ascendIdo a Inspector. prin­
cipal el 1 de agosto de 1969. don' Pedro Polo Garcla. uc:endido
a Inspector principal el 16 de julio de 1969; don Julio Pozas
Pérez. ascendído a Inspector principal elide m~ de 1968·
don Julíán Martinez Buitrago. ascendido a Inspector principal

, elIde marzo de 1970; don Enrique Santiago BeIa, ascendido a
Inspector principal. el 1 de marzo de 1970; doña EmUia Prieto
Aguirrezabala, viuda de don Juan Benavides Marrot. ascendi­
dd a Inspector prinCipal el 16. de jullo de 1969; don Crescenc10
EHas de Prado. ascendido a Inspector principal elIde" octubre
de 1969. don JuliAn Ramos Masa. ascendido a Inspector prin­
cipal el 1 de enero de 1974, en reemplazo ininterrumpido desde
el 1 de septiembre 9.e 1970; don Isaac Cabrerizo ,López, ascen:..
dido a Inspector principal el 16 de septiembre de- 1969; don­
Miguel López Moral, ascendido a Inspector principal el 25 de
septiembre de 1969; don Manuel Mateos DohiJo. ascendido a
Inspector principal el 16- de enero de 1969. don Jos(f Gaspae,..
García Carrasco. ascendido a Inspector principal elIde enero
de 1972, en reemplazo desde el 25 de septiembre de 1969. don
keandro. Aparicio Montes. ascendido a Inspector principal el
1 de marzo de 1970. en reemplazo desde el 1-4 de mayo de 1969.
don Rafael Ortega Maqueda. aSCendido a Inspector' principal
el 15 de octubre de 1968. don Ciriaco González Hernández. as­
cendido a Inspector principal el 16 de mayo de 1970. reemplazo
desde el 1 de marzo de 1969; don Pedro Luis de la Corte Mu­
riedas, ascendido a Inspector principal el 1 de abril' de·Ul7O;
don Delfin Fernández Rabanal, ascendido a Inspector- princi­
pal al 1 de octubre de 1969: don José Moreno Carela. ascen­
dido a Inspector principal el' 15 d,e junio de 1972, en reemplazo
de:;de el 1 de enero de 1910; don. Pablo Losada Guíttan, as·
cendido a Inspector principal el 16 de junlo de 1m. ea reem·

•tALLO
En atención a todo 10 expuesto. el Trtbunal Constitucional.

POR LA AUTORIDAD QUE LE""CONFlERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAÑOLA.

Ha deéIdld<>,
Estimar > parcialm~nte el presepte recursoy. en consecuen­

'cia. declarar inconstitucional Y. por tanto, nulo el articulo- 11 .!.
de la.Ley 11/1981, de 7 dé. diciembre. de Patrimonio de la Ge­
neralidad de Cataluña,

Publíquese en. el ..Boletín Oficial del Estado.,

Dada en· Madrid a 27 de julio de 1982.-Manuel C~a-Pel~
yo .y Alonsó.:ler6nimo Arozamena Sierra.-Angel Latorre Se­
gura.-Manuel Diez de Velasco Vallejo.-Francisco Rubio Llo,.
rente.-Gloria· BeguéCant6n.-Luis Díez Picazo.-Franpisco To­
más'· y Valiente:-Ilafael G6mez·Ferrer Morant.-Angel Escude­
ro del Corral.-Plácido Fernández Viagas.-Antoalo TruyoL S~
rra,-Firmados y rubricados.

'plazo desde el 1 de enero· de 1970: don LuIs Mlguélez· Cañas.
ascendido a Inspector principal el 16 de nOViembre de 1969; don
Miguel Pedro 'Gutiérrez Martinez, ascendido a Inspector prin- /
cipal elIde noviembre de 1968; don Pedro Gateano Dominguez, '
asCendido & Inspector principal el 16 de noviembre de 1009; don
Juan BauUata. Regne Plaza. ascendido. a Inspector principal el
'1 de septiembre de 1968. don ·Alfonso Soto Plano, ascendido a Ins_
pector' principal el 16 ·de enero 1969; don Moisés :Jiménez La­
huerta, ascendido a Inspector principal el 16 de abril de 1970;
don FranciSOQ. Lorence Martín, ascendido a Inspector principal el
18 de septiembre de 1969; don Mariano ealvo Silva, ascendido a
Inspector principal elIde marzo de 1970: don Llidislao Bodegas
Antosegui. ascendido a Inspector principal elIde marzo de -1969.
don Carlos Torres Planell, ascendido a Ingpector principal el 1 de
junio de 1968; don Manuel Garrido Suárez. ascendido a Inspector

.princ.1pal elIde julio de 1968; don Jesüs Qñate Hidalgo. ascen~

dido a Inspector principal el 9 de julio de 1970. en reemplazo
desde el 15 de enero de 1969; don Joaquín Martinez .J\obles,
ascendido. a Inspector principal el 16 de junio de 1970. en reem­
plazo a esta categoría desde el 1 de enero de 1969; don José­
Javier MarUnez de Pinillos Oorronsoro. ascendido a Inspector
principal elIde junio de 1969; don Pedro Ample Zauzo, ascen- •
dido a Inspector principal elIde enero de 1969. don Luis, Car­
da García. ascendido a Inspector principal elIde febre·ro de 1968, don Angel Espinosa Meco. ascendido a Inspector
principal el 16 de agosto de 1970.. don Juan Fernández Vilamala.
ascendido a Inspector principal elIde abril de 1968. don Manuel
Diez Casillas' ascendido a Insp~tor principal el 1 de i,ulio de
1968· dofta El~na Alvarez Alonso. viudá del Inspector principal
asc:éndido elide julio de 1970. en reemplazo desde el 16 de
enero de 1009, don Juan Sáez Carrero, en su nombre y en el de ~

los demás herederos; don Antonio Fernández San Martín. asce~­
dido a Inspector principal el 1 de julio de 1969; don Juan A. Gil
Alvarez" ~cendido a Inspector principal elide julio de· 1969;
don Francisco--Escudero Cul::tas, ascendido a Inspector principal el
16 de agosto de 1970; don Juan José Bascuñana Martin. llSCendido
& Inspector principal elide julio de 1969; don Mariano Vela

. Monta ascendido a Inspector, principal el 16 de julio de 1969;
don Azitonio paz Garz6n. ascendido a Inspector principal. el 16
de enero de 1969; 'don IgnacIo Alonso H~rnánd9Z, ascendido a
Inspector principal el 17 de marzo de 1969;, don Francisco Pére:t:"'
PuJaZÓll. ascendido a Inspector prtnci~atel 1 de julio de 1968;
don Enrique Bueno Beltrán, ascendido a Inspector principal
el 16 de mayo' de 1969: don Marceli.no Pastor Botella, ascendido .
a .Inspector principal elIde marzo de 1967. don Manuel Caro
Mora ascendido a. Inspector prinCipal el 16 de agosto de 1969; "­
don Francisco Delgado CabaHero. ascendido ti Inspector principal
el 16 da octubre de 1967: don José Guerrero Postigo. ascendIdo
& Inspector principal el 16 de octubre de 1967; don José Jiménez
Jiménez' ascendido a Inspector principal el 1 de junio de 1968;
don José ·Montesino~ Llobregat. ascendido & Inspector Principal
el 1 de enero de 1971), en reemplazo l desde el 8 de novieinbre
de 1968. don Ricardo Antonio González Roca. ascendido e. Ins­
pector principal el 15 de junio de 1969. don Manuel Priego Sán­
chez de la Fuente, ascendido a Inspector principal el1 de enero

-de 1"7; don Fidel Sanz Náñez. ascendido a Inspector princiPal
el 1 de abril de 1968: don Adriano Ramón Lete Pérez, a,scendido
a Inspector principal ei :Lde julio de 1969. don C4l"los Martín
·Maroto aScendido a Inspector principal el 1 de Junio de 1969;
don BaitasaT A. Martínez Villasol, ascendido a Inspector princi-:
pal el 16 de noviembre de 1969. don Daniel Gutiérrez Escribano,
ascendido a II16pector- principal el 18 de julio de 197(); don
Mariano Luis Morón Flórez. ascendido a Inspector principal el 16
de julio de 1970; don Juan An;tonio Gallego Muftoz. ascendido a
Inspector principal el 1 de enero de 1965: don Rafael Barragán
Qutntanilla.. ascendido a Inspector Principal elide marzo de
.uno' don Martín Pozo Ortega. ascendido a Inspector principal
el l de enero de 1966; don Antonio Souto Macia, ascendido a
Inspector principal el1 de julio de 1966; don JU&ll .Peralta lá­
zaro, ascendido a Inspector principal el 16 de junio. de 1970;
don Eugenio Brocefto Oeaña, ascendi~o a. Inspector pnncipal el
18 de abril de 1965; don Juan Botella Cerdán. ascendido a Ins·
pector principal el 16 de octubre de 1966. don FranciSco Moreno
Cebri~. ascendido & Inspector principal el 16 de octubre d~

•


